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Introducción
La Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible de las Naciones Unidas ha establecido ob-
jetivos de desarrollo sostenible (ODS) ambiciosos y universales en esferas clave como la 
infraestructura, la salud, la educación, el agua y el saneamiento, y la igualdad de géne-
ro, entre otros. El Acuerdo de París sobre el Clima exige medidas urgentes para mitigar y 
adaptarse al cambio climático, especialmente en el ámbito de la infraestructura, los sis-
temas alimentarios y la energía.  A pesar del aparente impulso que esto debería dar a 
la inversión en servicios públicos, en realidad los objetivos han intensificado aún más el 
debate sobre la participación del sector privado en los proyectos de desarrollo tanto en el 
Norte como en el Sur Global. 

El brote de COVID-19 ha puesto de manifiesto vívidamente las repercusiones de décadas 
de políticas de austeridad que han socavado y privatizado los servicios públicos, incluyen-
do la salud, y han sofocado los avances en materia de protección social universal. También 
ha revelado la profundidad de las desigualdades dentro y entre los países, ya que la crisis 
inducida por la pandemia afecta más gravemente a las comunidades marginadas y más 
vulnerables.

Desde hace varios meses, los gobiernos y las instituciones de la Unión Europea (UE) han 
estado debatiendo cómo garantizar una recuperación sostenible de la crisis creada por 
la pandemia del COVID-19 dentro y fuera de fronteras. El plan de recuperación de la Co-
misión Europea subraya “la necesidad de una inversión rápida y a escala masiva, incluyendo 
importantes inversiones públicas y privadas nacionales”1. Sin embargo, la experiencia de la 
última crisis financiera mundial (2007-2008) muestra que esto es más fácil de decir que de 
hacer. En realidad, la inversión pública nunca ha vuelto plenamente a los niveles previos a 
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la crisis, ni ha compensado los años de subinversión. El movimiento sindical europeo y la 
sociedad civil han hecho fuertes llamamientos para impulsar la financiación pública para 
fortalecer los servicios públicos, en lugar de depender de la financiación privada2. 

Muchos gobiernos de Europa y más allá y consultores e instituciones internacionales, en 
las que los países europeos participan activamente, sostienen que los recursos e institu-
ciones públicas deben utilizarse para atraer financiación privada para cerrar una perci-
bida ‘brecha de financiamiento’ y han promovido activamente las asociaciones público 
privadas (APP) en la UE y los países en desarrollo. Entre ellas figuran la Comisión Europea, 
el Banco Europeo de Inversiones (BEI), el Banco Europeo de Reconstrucción y Desarrollo 
(BERD), el Grupo del Banco Mundial y la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos (OCDE). 

El BEI, como brazo de préstamos de la UE, financia importantes proyectos de infraestructura 
en toda Europa y el mundo. Ha financiado directamente las APP y también lo ha hecho a 
través del Fondo Europeo para Inversiones Estratégicas (FEIE), el pilar financiero del Plan 
de Inversiones para Europa (también conocido como Plan Juncker)3. Su sucesor – InvestEU4 
- hará lo mismo. 

El banco hermano del BEI, el BERD, es propiedad mayoritaria de los países de la UE y de 
la propia UE, y promueve una transición a una economía de mercado en Europa Central y 
Oriental y más allá. A pesar de un estudio financiado por el BERD que describió a las APP 
como “lindas en el papel, pero pobres en la práctica”5, el banco sigue siendo activo como 
financiador y asesor de las APP, incluso en países con altos niveles de corrupción y poca 
capacidad para hacer cumplir la ley6. 

Como resultado de la última crisis económica, ahora existe el riesgo de que se repita la his-
toria, confiando en la inversión privada para cerrar una llamada ‘brecha de financiamiento’ 
como parte también de la recuperación del COVID-19.

Este informe conjunto de la EPSU y Eurodad se basa en un creciente número de pruebas 
en toda Europa que muestran que las APP tienen una mala relación calidad-precio y que, 
lejos de ser sólo problemas de las primeras etapas de implementación, muchas de estas 
cuestiones están empeorando con el tiempo.
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A la misma conclusión sobre la mala relación calidad-precio de las APP han llegado, tam-
bién, el Tribunal de Cuentas Europeo (TCE)7, el Tribunal de Cuentas francés8, el Tribunal 
de Cuentas del Reino Unido9, el Tribunal de Cuentas albanés10, el Tribunal de Cuentas ale-
mán11, las comisiones parlamentarias nacionales, un consorcio de investigadores del Reino 
Unido12, redes de la sociedad civil como CEE Bankwatch13, Counter Balance14 y Eurodad15 
y varios académicos16. En 2017 se lanzó un Manifiesto17 de campaña sobre las APP con el 
apoyo de más de 150 organizaciones y sindicatos de todo el mundo para arrojar luz sobre 
los riesgos de las APP. 

Los defensores de las APP afirman que aportan financiamiento, eficiencia e innovación. 
Pero la experiencia de la vida real revela una imagen diferente. Los siguientes puntos des-
criben ocho razones por las que las APP no funcionan:

1. Las APP no traen dinero nuevo – crean deudas ocultas

2. El financiamiento privado cuesta más que el endeudamiento público

3. El Estado sigue soportando el riesgo final de fracaso del proyecto

4. Las APP no garantizan una mejor relación calidad-precio 

5. Las mejoras de la eficiencia y la innovación en el diseño pueden conducir a dete-
rioro de la calidad

6. Las APP no garantizan el cumplimiento de los plazos ni de los presupuestos

7. Los acuerdos de APP son opacos y pueden contribuir con la corrupción 

8. Las APP distorsionan las prioridades de las políticas públicas y obligan a los servi-
cios de gestión pública a reducir los costos 
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1. Las APP crean 
deudas ocultas
Un factor clave para el uso de APP es evitar aumentos visibles en la deuda pública. En su 
lugar, sin embargo, se crean deudas ocultas. En una APP, en lugar de que el Estado tome 
un préstamo para pagar un proyecto, el sector privado organiza el financiamiento y cons-
truye la infraestructura, entonces el sector público paga una tarifa fija durante la vida del 
contrato APP. En algunos casos, los usuarios también pagan parte o la totalidad de la tarifa 
directamente a la empresa privada (por ejemplo, peaje en las carreteras). 

Por lo tanto, si bien puede parecer que las APP crean nuevas fuentes de dinero debido a 
que el sector privado toma los préstamos en lugar de hacerlo el Estado, el financiamiento 
del proyecto sigue viniendo de los presupuestos públicos y/o de los usuarios finales – solo 
que el calendario de pagos se extiende durante un período más largo.

Debido a esto, los proyectos de APP generalmente se registran fuera del balance del Esta-
do para que no afecten a las cifras de deuda. Esto genera un falso incentivo para el uso de 
APP, a pesar de que suelen ser más caras. Es un poco como pagar por una nueva infraes-
tructura con una tarjeta de crédito, lo que ha generado graves problemas en varios países.

En el Reino Unido, por ejemplo, se consideraba que las APP, en forma de Iniciativa de 
Financiación Privada (PFI, por su sigla en inglés), eran la única opción viable para la cons-
trucción de nuevas infraestructuras a finales de la década de 1990 y en la de 2000, ya que 
los insuficientes presupuestos públicos limitaban la posibilidad de financiamiento públi-
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co18. Como resultado, a finales de 2016 había más de 700 proyectos en curso bajo la PFI1 y 
su sucesora la PFI2, con cargos anuales de GBP 10.300 millones entre 2016 y 201719. 

Los cargos futuros – que continúan hasta la década de 2040 – llegan a GBP 199.000 millo-
nes20, ilustrando hasta qué punto las APP bloquean a generaciones de futuros gobiernos 
para que paguen por infraestructura que tal vez nunca hubieran elegido ellos mismos. 
Incluso la PFI2, introducida después de años de críticas a la PFI, sigue sin aparecer en los 
balances y los costos iniciales de capital no están incluidos en los presupuestos departa-
mentales del Estado21.

Hungría era un ávido usuario de APP antes de que la crisis financiera golpeara en 2007-
2008, pero dejó de firmar nuevos acuerdos después de eso. Se firmaron más de 100 APP 
en diversos sectores, desde proyectos de autopistas hasta pequeñas instalaciones depor-
tivas, pero una vez que estalló la crisis financiera, el gobierno decidió que los aspectos 
negativos de las APP superaban los positivos22. Desde entonces, ha revisado algunos de 
sus proyectos en curso – aunque en menor medida de lo anunciado inicialmente23 - y evitó 
nuevos fuera de balance24. 

En Portugal, desde mediados de la década de 1990 hasta 2010, las autoridades firmaron 
decenas de contratos APP25, principalmente en el sector de las carreteras. Para recortar 
los gastos y calificar para la asistencia del Fondo Monetario Internacional (FMI) y la UE, a 
principios de 2011 el gobierno anunció una congelación de las APP. A finales del año había 
revisado 36 contratos y se había comprometido a renegociar algunos de ellos26. Después 
de la renegociación, para 2017 el gobierno portugués pudo reducir los pagos futuros en 
un promedio del 18% del pago total por concesión. Sin embargo, dado que sus reembol-
sos continuarán al menos hasta 203927, las consecuencias de las decisiones tomadas por 
gobiernos anteriores están lejos de terminar.
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2. Mayores costos 
de financiamiento
El costo del financiamiento privado en comparación con el endeudamiento público es uno 
de los puntos más débiles de las APP. Tanto la OCDE como el FMI han advertido que los 
Estados casi siempre pueden recaudar capital a un costo menor que el sector privado28,29. 

En 2011, el Financial Times calculó que esto significa que el contribuyente del Reino Unido: 
“está pagando más de GBP 20 mil millones en costos de préstamo adicional – el equivalente a 
más de 40 grandes hospitales nuevos - por los 700 proyectos que los sucesivos gobiernos han 
adquirido bajo la iniciativa de financiación privada”30.

Una revisión de 2015 del Tribunal de Cuentas del Reino Unido constató que la tasa de 
interés efectiva de todos los acuerdos de financiamiento privado (7%-8%) fue el doble que 
el de todos los préstamos que tomó el Estado (3%-4%)31, mientras que la investigación so-
bre proyectos de carreteras APP implementados en el periodo 1999-2014 en el Reino Uni-
do y España constató resultados similares para el Reino Unido. La diferencia encontrada 
para España era mucho menor, pero seguía siendo importante: una tasa de interés media 
del 5,1% para el endeudamiento público frente al 5,5% para el endeudamiento privado32. 

Un ejemplo particularmente vívido fue la APP del Palacio de Justicia de París, firmada 
en 2012, que contó con una inversión de EUR 725,5 millones y no menos de EUR 642,8 
millones en costos de financiamiento. El Tribunal de Cuentas francés determinó que el 
tipo de interés para el endeudamiento de la APP era del 6,4%, mientras que en 2012 el tipo 
medio ponderado para el financiamiento de bonos del gobierno a medio-largo plazo fue 
del 1,86%33. Como resultado del escándalo subsiguiente, el Ministerio de Justicia decidió 
dejar de usar APP en el futuro34. 
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3. El Estado asume 
el riesgo
Los defensores de las APP argumentan que son capaces de transferir los riesgos del pro-
yecto del sector público al privado. Sin embargo, el Estado sigue soportando el riesgo final 
del fracaso del proyecto. Existen tres riesgos principales asociados con las APP:

· Riesgo de construcción: por ejemplo, entrega tardía, incumplimiento de las espe-
cificaciones y aumento de los costos

· Riesgo de demanda: por ejemplo, menos personas de lo esperado utilizan la in-
fraestructura

· Riesgo de disponibilidad: por ejemplo, la infraestructura se construye, pero el 
servicio no puede ser brindado en la medida acordada, ya sea debido a manteni-
miento adicional, problemas de personal u otras razones

Es más probable que el socio privado asuma el riesgo de construcción y el riesgo de dis-
ponibilidad porque tiene más control sobre ellos que el socio público, mientras que los 
Estados tienen más probabilidades de asumir el riesgo de demanda. El riesgo de demanda 
es más difícil de anticipar o valorar, lo que deja a los Estados en peligro de tener que cubrir 
costos inesperados no incluidos en el contrato de APP35.

Las normas establecidas por la agencia de estadísticas de la UE, Eurostat, en 2010 y 2016 
establecen que, para que una APP se registre fuera del balance público, es necesario cum-
plir varias condiciones. El socio privado tiene que asumir el riesgo de construcción y el 
riesgo de disponibilidad o demanda, o ambos. 

Lo que es nuevo en comparación con las reglas anteriores es que, si el proyecto se va a 
mantener fuera del balance, el socio privado no puede traspasar estos riesgos al gobierno 
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a través de financiamiento, garantías o cláusulas de amortización anticipada36. No está 
claro si estos cambios han llevado a que se incluyan más APP en los balances del Estado, 
porque el número total de APP en Europa ha disminuido sustancialmente desde la última 
crisis financiera. En 2019, sólo 29 APP de la UE y países candidatos a ingresar alcanzaron 
la etapa de firma de contratos de financiamiento37, en comparación con un pico de 144 
proyectos en 200638.

En realidad, la transferencia de riesgos en las APP es muy limitada. Dado que los servicios 
públicos deben continuar ininterrumpidamente, a los gobiernos les cuesta rechazar solici-
tudes adicionales del socio privado o cobrar multas por un bajo rendimiento, porque toda 
la APP puede fallar – lo que deja al socio privado en una sólida posición para negociar. 

El fracaso de la enorme APP del metro de Londres, y el colapso del gigante de la construc-
ción Carillion en el Reino Unido ilustran cómo los riesgos nunca se transfieren realmente al 
sector privado en las APP, incluso cuando el Estado resiste la tentación de otorgar fondos 
adicionales al socio privado en caso de costos inesperados.  

La APP del Metro de Londres fue inicialmente criticada por su complejidad, costo y falta 
de transferencia del riesgo, pero después de que los consorcios del proyecto se metieron 
en dificultades financieras y pidieron fondos adicionales, el gobierno puso el freno y la 
empresa pública Transport for London se hizo cargo de la APP en 2007 y 201039. El colapso 
de Carillion en 2018 dejó sin terminar la construcción de dos grandes hospitales del Reino 
Unido, lo que transfirió al Estado la responsabilidad última de asegurarse de que fueran 
terminados40.

Cuando los riesgos se transfieren realmente, el consorcio de la APP espera un generoso 
pago como parte del contrato. El sector privado también suele solicitar ayuda al sector pú-
blico en forma de subvenciones o garantías para compensar el riesgo de demanda (véan-
se los ejemplos a continuación). Este es particularmente el caso de las APP de transporte, 
donde la sobreestimación de la demanda ha sido común, lo que ha llevado a costos adi-
cionales para el socio público.

Existen incentivos débiles para un análisis riguroso de la demanda tanto en el sector pri-
vado como en el público, ya que el objetivo principal suele ser impulsar el proyecto, por 
lo que el llamado ‘sesgo optimista’ es un lugar común. Esto es un problema para los pro-
yectos de infraestructura en general, pero es particularmente importante en las APP en las 
que existen los pagos por parte de los usuarios41.
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Algunas APP de autopistas han tomado la forma de concesiones de autopistas de pea-
je, mientras que otras, especialmente en el Reino Unido y España, y en cierta medida en 
Portugal, han utilizado un modelo de ‘peaje en la sombra’. Esto significa que los usuarios 
no pagan directamente, pero el Estado paga al concesionario una tarifa por vehículo que 
utiliza la carretera. Ambos modelos han sido desacreditados en gran medida, pero sus 
reemplazos nunca han resuelto la cuestión de cómo, realmente, puede el sector privado 
asumir los riesgos en los proyectos de transporte.

Incluso hoy, las autopistas de peaje siguen causando problemas. En 2012 se inauguró un 
tramo modernizado de la autopista A1 entre Hamburgo y Bremen, en Alemania. Sin em-
bargo, en agosto de 2017, el consorcio A1 Mobil APP, que opera la autopista, declaró que 
se encontraba en una “situación que amenazaba su existencia”42 y trató de obligar al Estado 
a pagar daños por valor de alrededor de EUR 700 millones, debido a los ingresos inferiores 
a los previstos de los peajes de los vehículos pesados. En noviembre de 2019, el Tribunal 
Regional Superior de Celle dictaminó que el Estado no tenía que pagar ya que A1 Mobil 
asumió el riesgo total de demanda en el contrato43. 

A primera vista, esto parece haber sido una transferencia de riesgo exitosa. Pero, ¿y si A1 
Mobil realmente se declara en bancarrota? Esto fue lo que sucedió con la autopista M1/
M15 en Hungría. La demanda de la carretera era un 50% menor de lo que se había proyec-
tado44 y la ruta fue renacionalizada y transferida nuevamente a una empresa pública de 
propósito especial en 199945. 

En la mayor parte de Europa, desde principios de la década de 2000, las APP se han basa-
do en pagos de disponibilidad, pagados solo si la instalación está en funcionamiento, o 
en peajes respaldados por garantías públicas en caso de que la demanda no sea tan alta 
como se esperaba, o en una combinación de ambas. En ambos casos, el único riesgo real 
que el socio privado tiene que asumir es el riesgo de construcción. Después de esto, sus 
ingresos están garantizados por el resto del período de concesión, siempre y cuando haga 
el mantenimiento básico. 

En realidad, incluso el riesgo de construcción no siempre se transmite completamente al 
socio privado. En 2014, el tribunal de cuentas regional de Galicia, España, determinó que 
las APP de autopistas de peaje en la sombra habían sido objeto de cambios de precios de 
entre el 9% y el 29%, que habían sido cubiertos con pagos directos por parte del Gobierno 
regional. Sin embargo, tal como constató el tribunal de cuentas, estos cambios estaban 
relacionados con los riesgos de construcción que el concesionario debería asumir y otros 
asuntos que deberían haberse resuelto antes de la firma del contrato46.
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La conexión ferroviaria de 44 km de Perpiñán-Figueras  que conecta Francia y España 
también acabó pasando su riesgo de construcción al sector público. En 2004, se firmó un 
contrato APP con el consorcio TP Ferro – compuesto por la francesa Eiffage y la española 
ACS-Dragados - y el trabajo se completó en 2009. El presupuesto inicial del proyecto se fijó 
en EUR 952 millones en 2003, pero creció hasta un coste final de casi EUR 1.200 millones. 
Los gobiernos de España y Francia (y en menor medida la UE) aportaron EUR 636 millones, 
en forma de subvenciones directas, y EUR 44 millones como financiamiento adicional para 
garantizar la viabilidad de la concesión47.

El proyecto también ilustra cómo el Estado puede en última instancia ser responsable de 
los riesgos de demanda incluso en proyectos que no son de peaje. Un enlace ferroviario 
contiguo que se esperaba que aumentara la demanda en la ruta recién se abrió en 2013. 
Inmediatamente quedó claro que la demanda había sido sobreestimada. En 2014, TP Fe-
rro esperaba tener funcionando 24 trenes al día, pero no había demanda para más de 12, 
incluso en temporada alta. 

Como resultado, TP Ferro declaró pérdidas de EUR 112,9 millones ese año. ACS solicitó al 
gobierno español una indemnización en virtud de una disposición contractual de respon-
sabilidad gubernamental. Sin embargo, ambos gobiernos rechazaron la compensación. 
En 2016, los acreedores del proyecto solicitaron la liquidación de TP Ferro y la activación 
de la responsabilidad del Estado. Se hizo eso y la concesión fue cancelada48.

En algunos casos, como la autopista de Trakia en Bulgaria y la carretera Horgoa-Pose-
ga en Serbia, el convencimiento de que el Estado tendría que compensar al socio privado 
por niveles de tráfico inferiores a los esperados llevó a la oposición a los proyectos. Los 
contratos fueron, al final, cancelados, en parte como resultado de esto49. La autopista Tra-
kia se completó más tarde a través de la contratación pública50, mientras que la carretera 
Horgoa-Posega se está construyendo por etapas51.

En la práctica, la crisis económica inducida por el COVID-19 puede dar lugar a una disminu-
ción sin precedentes de los ingresos de muchos proyectos de infraestructura ejecutados 
a través de APP, como aeropuertos y carreteras, lo que libera el uso de garantías públicas 
para compensar las pérdidas sufridas por las empresas privadas. Según una investigación 
del Transnational Institute, los países podrían tener que hacer frente a demandas encami-
nadas a compensar a las empresas del sector privado por los impactos de las acciones de 
los gobiernos promulgadas para proteger la salud pública en medio de la pandemia52. 
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4. Problemas para 
ofrecer una buena 
relación calidad-
precio
Los defensores de las APP argumentan que, al utilizar los recursos y los conocimientos es-
pecializados del sector privado, las APP tienen el potencial de mejorar la cantidad y la ca-
lidad de la prestación de servicios, lo que crea una mejor relación ‘calidad-precio’ en com-
paración con la contratación pública tradicional. Antes de ser autorizadas, las propuestas 
de APP normalmente deben analizarse con una herramienta denominada ‘comparador 
del sector público (CSP)’, es decir, con un modelo del proyecto si se ejecutara a través de la 
contratación pública tradicional. Sin embargo, este análisis – o su ausencia - ha sido muy 
criticado.

Los informes del tribunal de cuentas53 han constatado que, en el Reino Unido, estas com-
paraciones se han hecho mal, no han estado expuestas a los exámenes y debates adecua-
dos y se han sesgado sistemáticamente a favor de las APP. Como resultado, en diciembre 
de 2012 el Tesoro del Reino Unido retiró su hoja de cálculo y guía de evaluación de la 
relación calidad-precio y prometió publicar una versión actualizada. Sin embargo, a enero 
de 2018, esto no había sucedido54. Más tarde ese mismo año, el gobierno del Reino Unido 
anunció que ya no utilizaría el modelo PFI2 (es decir, APP) para nuevos proyectos55, por lo 
que esa guía ya no era necesaria.
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Del mismo modo, en Irlanda, un análisis de 2011 de las APP del sector del agua determinó 
que la preferencia del gobierno por las APP llevó a las autoridades locales, en algunos ca-
sos, a rechazar su propia evaluación de la relación calidad-precio o los informes prelimina-
res en los que se constató su preferencia por los métodos tradicionales de contratación56.

En 2014, el Tribunal de Cuentas Federal alemán también criticó los cálculos de la relación 
calidad-precio de cinco de los seis proyectos de autopistas, diciendo que “opina que los 
anteriores proyectos de APP son antieconómicos”. Constató que los proyectos de APP, que 
costaron EUR 5.100 millones, probablemente costaban EUR 1.900 millones más que los 
proyectos convencionales. 

El Ministerio Federal de Transporte había notificado previamente ventajas de costos de 
hasta el 40% para estos proyectos, en comparación con las versiones del sector público. El 
Tribunal de Cuentas no estuvo convencido de que los beneficios macroeconómicos de la 
variante APP proclamados por el Ministerio pudieran compensar las desventajas de costos 
de EUR 1.900 millones que había encontrado. La Corte también constató que las diferen-
cias en el tiempo de construcción en las que el Ministerio basó la comparación no eran 
convincentes57.

La mayoría de las evaluaciones calidad-precio no están disponibles para el público, pero 
un resumen de una evaluación de la APP de la autopista D1 en Eslovaquia muestra la fa-
cilidad con la que se pueden manipular. En abril de 2009 se publicaron datos del Ministerio 
de Transporte eslovaco comparando una versión pública y una opción APP del proyecto. 
Algunos de los supuestos utilizados para justificar la versión APP parecen muy dudosos, 
especialmente el “inicio temprano de beneficios socioeconómicos seleccionados”, por el 
enorme valor de EUR 593 millones, y la “transferencia de riesgo”, por un valor de EUR 221 
millones58. 

En 2010, apareció un nivel adicional de confusión, ya que una comparación del Ministerio 
de Hacienda publicada en marzo contradecía los datos del Ministerio de Transporte, en 
los que supuestamente se basaba. Los datos del Ministerio de Transporte también habían 
cambiado desde el año anterior, que ahora proyectaban no menos de EUR 665 millones de 
“inicio temprano de beneficios socioeconómicos seleccionados”59. En cualquier caso, los 
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costos y beneficios reales del proyecto APP nunca fueron revelados, ya que el cierre finan-
ciero del proyecto se retrasó repetidamente y, en el verano de 2010, un nuevo gobierno 
en Eslovaquia decidió no conceder más prórrogas para el plazo de financiamiento y la APP 
se derrumbó.

Un informe de 2018 del Tribunal de Cuentas Europeo (TCE) confirma que los cálculos 
de la relación calidad-precio son un problema importante. El TCE examinó 12 APP cofi-
nanciadas por la UE en España, Francia, Grecia e Irlanda para transporte por carretera y 
tecnologías de la información y la comunicación (TIC) implementadas entre 2000 y 2014. 
El informe constata que las APP “no brindaron una relación calidad-precio adecuada” y que 
“no había análisis adecuados sobre la posibilidad de que las APP ofrecieran una relación 
calidad-precio adicional, ni estrategias adecuadas sobre el uso de las APP y de los marcos 
institucionales y jurídicos”60. 

Independientemente de si los cálculos se llevan a cabo por adelantado, hay numerosos 
ejemplos de APP que no ofrecen una buena relación calidad-precio en la práctica. 

Los peajes en la sombra para el programa M-45 de Madrid y el plan para la Autovía del 
Camino de Navarra pagaron el costo de capital de los proyectos en un plazo de 10 años 
a partir de la apertura61, con el resto del período de contrato financiando los costos de 
mantenimiento y los beneficios para el socio privado.

Del mismo modo, para la planta de tratamiento de aguas residuales de Zagreb, en Croa-
cia, financiada por el BERD: “La rentabilidad del concesionario está muy por encima de la 
media del mercado (...). Esta rentabilidad excesiva se ha debido a la fórmula de compensa-
ción, que está causando irritación en la ciudad y probablemente será renegociada”62.

La elección de construir el nuevo Palacio de Justicia de París (también mencionado ante-
riormente), como APP fue cuestionable desde el principio, ya que el CSP demostró que no 
sería la opción más barata. Sin embargo, la legislación francesa permitía tener en cuenta 
otros criterios, como la complejidad y la urgencia y, de todas formas, se optó por una APP63. 
En 2012 se firmó un contrato por valor de EUR 2.300 millones hasta 2044 con el consorcio 
Arélia para una inversión de EUR 725,5 millones. Los demás costos se componían de no 
menos de EUR 642,8 millones en costos de financiamiento y EUR 960 millones en costos 
de operación, los cuales eran mayores a los de un proyecto adquirido públicamente64. 
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La asociación La Justice dans la Cité lanzó una impugnación judicial contra la decisión de 
utilizar una APP, pero fue rechazada. Sin embargo, en 2017 el Tribunal de Cuentas francés 
recomendó que las APP no se utilizaran para prisiones o bienes raíces65, y como se señaló 
anteriormente, el Ministerio de Justicia decidió dejar de utilizar APP en el futuro66. 

Una de las cuestiones más notables en cuanto a la relación calidad-precio es la falta de 
evaluaciones disponibles, que supervisen sistemáticamente la relación calidad-precio de 
las APP en la realidad. Incluso en el Reino Unido, que tiene el programa más grande y más 
largo de APP, el gobierno no ha llevado a cabo una evaluación sistemática de los resulta-
dos. Recién en 2018, después de décadas de uso de APP, el Departamento de Educación 
finalmente comenzó a recopilar datos para comparar las escuelas con financiamiento pri-
vado y público67.  

Además, los procedimientos de licitación de APP tardan más y cuestan más que la compra 
tradicional, lo que crea costos adicionales tanto para el Estado como para las empresas. 
La complejidad de las APP conduce a gastos legales y contables muy elevados tanto para 
el Estado como para las empresas, con períodos de licitación que duran, en promedio, 34 
meses68. 

Un estudio del BEI sobre proyectos de APP en toda Europa determinó que los costos de 
contratación promediaron más del 10% del valor total de cada contrato69. Los costos de 
transacción para la APP del metro de Londres en el Reino Unido representaron sólo el 2,8% 
del valor del proyecto, pero el proyecto en sí era tan costoso, que estos costos de adquisi-
ción ascendieron a no menos de GBP 455 millones70.

Como resultado de estos altos costos de preparación de proyectos, a menudo hay poca 
competencia, lo que lleva a una relación calidad-precio aún más pobre de la que podría 
obtenerse en otros casos.  

La APP del hospital Nya Karolinska Solna (NKS) de Estocolmo, firmada en 2010, sólo 
atrajo a un solo postor, aunque había habido muchas expresiones de interés. Muchas em-
presas suecas no estaban dispuestas a asumir los riesgos involucrados en el proyecto. La 
proyección del costo de la construcción fue de EUR 1.400 millones, pero tuvo sobrecostos 
presupuestarios y, para 2015, había alcanzado los EUR 2.400 millones, lo que llevó a ser 
apodado “el hospital más caro del mundo”71.
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5. Bajar los costos 
lleva al deterioro 
de la calidad 
Los promotores de las APP argumentan que las empresas del sector privado aportan efi-
ciencia en la prestación de infraestructura y servicios públicos. Las mejoras de la eficiencia 
pueden provenir de mejoras en el diseño, la construcción y las operaciones.

Tal como resumió el FMI en 2004, “gran parte de los argumentos en favor de las APP se 
basa en la eficiencia relativa del sector privado. Si bien hay una extensa literatura sobre 
este tema, la teoría es ambigua, así como la evidencia empírica”72. 

Un informe del Banco Mundial de 2009 mostró que, si bien se habían logrado aumentos 
en la eficiencia operativa y la productividad de la mano de obra en las APP de los sectores 
de la electricidad y la distribución de agua, éstas no necesariamente habían dado lugar a 
ganancias para los usuarios finales ni a un aumento de las inversiones. Los autores llegaron 
a la conclusión de que los servicios habían sido tan subvaluados desde el principio que las 
mejoras de eficiencia no eran suficientes para justificar la reducción de los precios, o que 
las ganancias de eficiencia se estaban convirtiendo en beneficios para el sector privado73.

En algunos casos, las mejoras de eficiencia tienen un costo – por ejemplo, la reducción de 
los costos mediante la reducción de puestos de trabajo o la reducción de la seguridad de 
las condiciones laborales. Por ejemplo, el hospital APP de Alzira en España dio lugar a 
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cambios en los contratos de trabajo que empeoraron las condiciones laborales, “con me-
nos seguridad laboral, escalas salariales más bajas y horarios laborales más largos”74.

Los hospitales APP también podrían favorecer una reducción de la duración media de la 
estancia en los hospitales, una métrica utilizada por la industria de la salud para medir la 
eficiencia. Sin embargo, esta medida no significa necesariamente mejores prácticas hospi-
talarias, y puede afectar desproporcionadamente la salud y el bienestar de las mujeres, ya 
que con frecuencia son responsables de cuidar a los familiares enfermos en casa75.

La experiencia también sugiere que las APP pueden no generar mejores diseños que las 
adquisiciones normales. En 2011, el Parlamento del Reino Unido informó que “en el ám-
bito de la innovación del diseño y la calidad de los edificios hemos visto algunas pruebas 
que sugieren que la PFI ‘funciona no tan bien’ como los edificios adquiridos de forma tra-
dicional”76.

Esto resultó ser un eufemismo dramático cuando, en enero de 2016, nueve toneladas de 
mampostería cayeron de los edificios de la Escuela Primaria Oxgangs en Edimburgo, 
Escocia, durante una tormenta. Como resultado, 16 escuelas más fueron cerradas inme-
diatamente durante varios meses cuando las inspecciones de emergencia también revela-
ron defectos de construcción77.

Si bien una investigación independiente concluyó que no hay ninguna razón inherente 
por la que las APP no puedan dar lugar a instalaciones seguras y bien construidas, demos-
tró que el escrutinio independiente de las obras incluidas en el contrato no estaba bien 
definido ni contaba con los recursos adecuados78. Parece razonable sugerir que la comple-
jidad de los contratos APP facilita la aparición  omisiones tan graves.

La Planta Regional de Aguas Residuales de Dublín, Irlanda, que abrió sus puertas en 
2003, muestra que las innovaciones de las APP no necesariamente prestarán mejores ser-
vicios municipales. Aunque la mejora del tratamiento de las aguas residuales ha traído 
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beneficios para el mar de Irlanda, los olores persistentes afectaron a los residentes locales 
durante varios años debido al uso de tecnología no probada y a los límites de olores espe-
cificados incorrectamente en el contrato. La planta también demostró desde el primer día 
ser de tamaño inadecuado para la cantidad real de aguas residuales que tiene que tratar, 
en parte como resultado de no haber dado debida cuenta de los locales comerciales al 
momento de la planificación79. El Ayuntamiento de Dublín ha pagado EUR 35,6 millones a 
Celtic Anglian Water para tratar de solucionar los problemas80.  

El hospital NKS de Estocolmo intentó introducir nuevos elementos de diseño en el pro-
ceso de APP mediante la organización de un concurso preliminar de diseño, que tenía 
como objetivo generar nuevas ideas. Sin embargo, el personal del hospital informó con-
secuencias negativas para los pacientes y el personal, incluyendo averías de las TI, que 
amenazaban seriamente la seguridad de los pacientes; quirófanos que no están siendo 
adaptados para las operaciones; el riesgo de que los medicamentos se destruyan debido 
a que la temperatura en las salas de medicina es muy alta y médicos que tienen que llevar 
material administrativo en mochilas debido a la falta de espacio para tareas administrati-
vas81. 

Tal como señala un análisis reciente del proyecto, “la experiencia de la investigación en 
diferentes disciplinas, así como en la construcción y la práctica de la salud, podría haber 
sido utilizada para examinar las vagas promesas de innovación, calidad y control de costos 
presentadas por grupos de interés privados”82. Si bien ninguna de las cuestiones anteriores 
es exclusiva de las APP, está claro que el alto nivel de complejidad, junto con el interés del 
socio privado en la reducción de costos tanto como sea posible, pueden resultar fácilmen-
te en un deterioro de la calidad no deseado.
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6. No hay 
garantías de 
cumplimiento de 
los plazos ni del 
presupuesto
Existe la creencia general de que las empresas del sector privado son mejores que el sector 
público en la ejecución de proyectos a tiempo y dentro del presupuesto. Sin embargo, las 
pruebas no respaldan este alegato.

En primer lugar, la complejidad del diseño y la licitación de contratos APP hace que, como 
hemos visto antes, los procesos sean muy largos, a menudo mucho más que la contra-
tación tradicional. Un informe de 2011 del Comité Selecto del Tesoro parlamentario del 
Reino Unido constató: “No hay pruebas convincentes que sugieran que los proyectos de 
PFI se entreguen más rápidamente y a un costo final más bajo que los proyectos que utili-
zan métodos de adquisición convencionales. Por el contrario, el largo proceso de adquisición 
vuelve probable que un edificio PFI tome más tiempo en entregarse, si se considera la 
duración de todo el proceso”83.
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Sin embargo, si sólo nos fijamos en la fase de construcción, las APP utilizan “contratos llave 
en mano”, lo que significa que no se paga dinero hasta que el proyecto está completa-
mente listo. Estos son más caros que los contratos ordinarios, pero dan al socio privado un 
fuerte incentivo para completar el edificio a tiempo. Si es importante asegurarse de que 
el contratista asuma el riesgo de construcción, es posible utilizar “contratos llave en mano” 
en la contratación normal, sin tener un contrato APP durante varias décadas84.

A pesar del fuerte incentivo supuestamente proporcionado por las APP, la realidad ha de-
mostrado que muchos proyectos, incluyendo varios mencionados en este documento, 
como la APP del Palacio de Justicia de París85 y el Hospital NKS de Estocolmo, se han entre-
gado tarde y/o han excedido su presupuesto.  

El Hospital NKS fue un ejemplo particularmente indignante. Se esperaba que se comple-
tara en 2015, pero se retrasó hasta 2019. Se proyectó que el costo total de la construcción 
ascendería a EUR 1.400 millones pero, para 2015, había aumentado a más de EUR 2.400 
millones86. 

El informe del Tribunal de Cuentas Europeo de 2018 sobre las APP, mencionado anterior-
mente, también determinó que siete de los nueve proyectos finalizados auditados sufrie-
ron retrasos que oscilaban entre los 2 y los 52 meses87. 

Además, se necesitó un importe adicional de casi EUR 1.500 millones en fondos públicos 
para completar las cinco autopistas auditadas en España y Grecia, de las cuales alrede-
dor del 30% o EUR 422 millones fueron proporcionados por la UE. En Grecia, el costo por 
kilómetro de tres autopistas evaluadas había aumentado hasta un 69%, mientras que al 
mismo tiempo el alcance del proyecto se había reducido hasta en un 55%. Esto se debió 
principalmente a la crisis financiera y a la mala preparación de los proyectos por parte del 
socio público, lo que resultó en contratos prematuros e insuficientemente efectivos con 
los concesionarios privados88.
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7. La opacidad 
contribuye a la 
corrupción 
Si las APP van a ser totalmente consistentes con la apropiación democrática y las estrate-
gias nacionales de desarrollo, entonces se necesita un alto nivel de transparencia y parti-
cipación ciudadana a lo largo de todo el ciclo de vida del proyecto89. Esto es un problema 
en todos los grandes proyectos de infraestructura. Sin embargo, la complejidad de las APP 
lo hace especialmente difícil. 

Las empresas privadas insisten en que muchos aspectos de las APP se mantengan en se-
creto, por lo general incluyendo los propios contratos. En la APP de agua de Berlín, el 
contrato que Berlín y las dos empresas de agua (RWE y Vivendi (Veolia)) firmaron en 1999 
era confidencial y ni siquiera el parlamento podía ver el contrato. Una combinación de au-
mento de los precios del agua y el secreto de los contratos llevó a la movilización pública 
contra la privatización del agua. Después de un referéndum exitoso en 2011, los contratos 
se hicieron públicos y revelaron que se había garantizado a los proveedores privados un 
rendimiento del 8% sobre el capital90. Esto llevó a la compra de la APP en 2012 y 201391. 
También la APP del hospital NKS de Estocolmo y la APP del Palacio de Justicia de París han 
sido cuestionadas por su falta de transparencia92.

En particular, un informe de 2011 del Tribunal de Cuentas parlamentario del Reino Unido 
concluyó: “La transparencia sobre todos los costos y beneficios de los proyectos de PFI 
para los sectores público y privado ha sido oscurecida por los departamentos e inversores 
que se esconden detrás de la confidencialidad comercial”93. Incluso si se divulgan los con-
tratos y sus a menudo numerosos anexos, su inmensidad hace improbable que muchas 
personas los lean o entiendan.
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La falta de transparencia y el escrutinio público aumentan las oportunidades para un com-
portamiento corrupto. Las APP son susceptibles de corrupción en tres etapas diferentes: 
la etapa de decisión, la etapa de licitación y la etapa de ejecución del contrato94. La opor-
tunidad de bloquear, entre 25 y 30 años, financiamiento respaldado por el Estado para 
un proyecto específico, para el cual los riesgos suelen ser muy bajos después de la etapa 
de construcción, crea incentivos adicionales para asegurarse de que el proyecto se lleva a 
cabo como una APP.  

También vuelve imperativo ganar la licitación, ya que habría menos oportunidades de 
subcontratación más tarde que en un proyecto estándar adquirido públicamente. La falta 
de competencia en muchas APP mencionadas anteriormente hace que esto sea más fácil 
de garantizar. Durante las negociaciones finales del contrato y durante la ejecución del 
contrato hay oportunidades adicionales de renegociación y hay una gran presión sobre 
las autoridades públicas para que acepten los cambios propuestos para evitar tener que 
iniciar el proceso de nuevo. 

El ejemplo de Apa Nova, Rumania, muestra cómo la presión para prestar servicios públi-
cos y beneficios puede resultar en corrupción. En 2015 los “fiscales de la Dirección Nacio-
nal Anticorrupción (DNA), la principal agencia policial del país, dijeron que Bruno Roche, 
director ejecutivo francés de Apa Nova entre 2008 y 2013 creó cuentas bancarias secretas 
y contratos ficticios. Estos se utilizaron entonces para transferir millones de euros a altos 
funcionarios de Bucarest que, a cambio, aprobaron fuertes aumentos en las facturas de 
agua”95.

Desde 2000 el precio del agua del grifo ha aumentado en más de 1.400% y los ingresos de 
Apa Nova aumentaron 28 veces, de menos de EUR 6 millones en 2000 a EUR 167 millones 
en 201496. En 2017, la policía francesa investigó si Veolia había estado al tanto de las prác-
ticas supuestamente corruptas de Apa Nova. Mientras tanto, nueve personas habían sido 
procesadas en Rumania: Bruno Roche y su sucesor Laurent Lalague, cuatro miembros ru-
manos de la dirección de Apa Nova, un político, un ex asesor del alcalde y un empresario97.
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8. Se distorsionan 
las prioridades 
de las políticas 
públicas
Las APP tienen que ser comercialmente viables o las empresas privadas no participarán en 
ellas. Esto distorsiona las decisiones políticas: algunos proyectos no se seleccionan porque 
no son comercialmente viables; otros son seleccionados porque parecen ser comercial-
mente viables y algunos se ajustan para hacerlos más atractivos para el sector privado, 
incluso si esto significa una disminución en la calidad del servicio.

Por ejemplo, de acuerdo con el plan oficial de gestión de residuos de Belgrado, Serbia, 
los residuos municipales se tratarán previamente y se reciclarán y, el resto, se quemará. 
Sin embargo, durante un proceso de diálogo competitivo para una planta “de residuos a 
energía”, organizado por la Corporación Financiera Internacional (CFI), se permitió a las 
empresas interesadas elegir si incluir o no un elemento de reciclaje en sus ofertas.  

Ninguno de ellos optó por complicar sus vidas mediante la inclusión del reciclaje y, en 
septiembre de 2017 se firmó una concesión para un incinerador de 340.000 toneladas por 
año con el consorcio Suez-Itochu. Como resultado, es probable que Serbia tenga serias di-
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ficultades para cumplir sus objetivos de reciclado una vez que entre a la UE, así como para 
hacer frente a la contaminación atmosférica adicional98. 

Un análisis de 2008 encontró que las prioridades de las APP en el sector de la salud en 
Italia distorsionaron las necesidades básicas de salud pública. Fideicomisos italianos de 
atención médica “... ni elaboraron ningún cálculo para ponderar sus costos e ingresos futu-
ros relacionados con el proyecto, ni consideraron las consecuencias sociales para la comu-
nidad. Simplemente siguieron los requisitos legales y prepararon un plan financiero desde 
la perspectiva de los socios privados”99. Se podría haber esperado que las autoridades pú-
blicas hicieran una evaluación del beneficio público, pero las metodologías para las APP se 
estructuraron desde una perspectiva del sector privado100.

Las APP pueden exacerbar las implicaciones sociales de las principales crisis financieras y 
económicas, debido a sus contratos inflexibles y a largo plazo, y a sus altos costos. Cuando 
hay demandas políticas para recortar el gasto público, los servicios públicos que no caen 
bajo un contacto APP son más propensos a ser recortados. Así, por ejemplo, cuando se 
introdujeron medidas de austeridad en el Reino Unido, mientras que por un lado los hos-
pitales no APP se vieron obligados a recortar el gasto, por otro, había poco margen para 
ajustar los pagos a los hospitales APP101. Esto fue confirmado por una nota del Departa-
mento de Asuntos Fiscales del FMI de 2018 que afirmaba que “si bien el gasto en inversio-
nes públicas tradicionales se puede reducir si es necesario, el gasto en APP no. Por lo tanto, 
las APP dificultan que los Estados puedan absorber los shocks fiscales, de la misma manera 
que lo hace la deuda pública”102. 

La falta de flexibilidad de los proyectos de APP, en comparación con los no APP, tiene un 
impacto significativo en las prioridades de las políticas públicas que, a su vez, tiene conse-
cuencias de género. En tiempos de austeridad, esta presión adicional sobre los presupues-
tos públicos afecta desproporcionadamente a las mujeres, ya sea a través de aumentos en 
su trabajo no remunerado o en recortes en su empleo en el sector público.
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Conclusión 
Frente a las cuestiones planteadas anteriormente, las instituciones y los gobiernos que 
promueven las APP a menudo son propensos a pedir una mayor inversión en la capacita-
ción de las autoridades públicas para gestionarlas mejor, el desarrollo de contratos están-
dar u otras herramientas que se espera ayuden a las APP a trabajar con mayor fluidez. Sin 
embargo, lo que han demostrado décadas de experiencia es que las APP tienen un alto 
costo y no están ofreciendo los beneficios esperados. Lo que se necesita no es más tiempo 
construir capacidades – es hora de repensar la idea por completo. 

La experiencia de las APP en Europa debe servir de lección a los países que están consi-
derando o revisando sus enfoques de APP. Los gobiernos europeos, ya sea bilateralmente 
o a través de su participación en instituciones y procesos internacionales, no deberían 
exportar un modelo que ha fracasado en casa.  

“Si eres un buen sector público, no deberías necesitar APP. Si eres uno malo, no de-
berías acercarte a ellas”103.

Una APP no puede rescatar un proyecto de infraestructura de mala calidad más de lo que 
puede rescatar a una autoridad pública ineficiente. La manera de lograr mejores proyectos 
de infraestructura es mejorando la planificación estratégica, la transparencia y la participa-
ción del público en los procesos de planificación, no mediante proyectos de empaqueta-
do en contratos demasiado complicados, inflexibles, opacos y largos. 

Por esta razón, EPSU y Eurodad piden:

1) Un freno a las APP en los sectores sociales, incluyendo la salud, la educación y el agua

2) Aumento de la inversión pública en servicios públicos financiado con impuestos pro-
gresivos 

Sólo siguiendo estas recomendaciones los ciudadanos de Europa y de todo el mundo ten-
drán acceso a los servicios públicos universales y de alta calidad que merecen, como la 
sanidad, la educación y el agua.  
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